Bogotá, julio ------ de 2017
SEÑOR/A JUEZ/A:
XXXXXXXXX

Reparto
Ref.: ÁCCION DE TUTELA POR VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EN EL PRESUPUESTO PARTICIPATIVO
Yo (O NOSTROS),  XXXXXX, vecino de este municipio, identificado (s) con cédula de ciudadanía como aparece al pie de nuestras firmas, solicito a Usted, Señor/a Juez/a, tutele mis derechos fundamentales a la participación política y al debido proceso, consagrados respectivamente en el artículo 40 y artículo 29 de la Constitución Política, y en la Ley Estatutaria 1757 de 2015, vulnerados por las acciones y omisiones cometidas por el Señor/a Alcalde, XXXXXXX,  del municipio de XXXXXXX, tal como pasó a describir en los siguientes:
HECHOS:
1- Los presupuestos participativos son un tema de creciente interés en Colombia porque a pesar de que existe una experiencia acumulada de dos décadas en su realización en ciudades y municipios importantes del país, tenía carácter voluntario, pero con la expedición de la Ley 1757 de 2015 (Ley Estatutaria de la Participación Ciudadana), se elevó al prepuesto participativo a obligación jurídica y a responsabilidad administrativa para las entidades territoriales.

2- Las normas de la Ley 1757 de 2015 que consagraron el presupuesto participativo como un derecho ciudadano exigible, contenido básico del derecho fundamental de participación política y control ciudadano del ejercicio del poder (artículo 40 de la Constitución), son las siguientes:

ARTICULO 90. Definición. El proceso del presupuesto participativo es un mecanismo de asignación equitativa, racional, eficiente, eficaz y transparente de los recursos públicos, que fortalece las relaciones Estado-Sociedad Civil. Para ello, los gobiernos regionales y gobiernos locales promueven el desarrollo de mecanismos y estrategias de participación en la programación de sus presupuestos, así como en la vigilancia y fiscalización de la gestión de los recursos públicos. 

ARTICULO 91. Objeto. La ley tiene por objeto establecer disposiciones que aseguren la efectiva participación de la sociedad civil en el proceso de programación participativa del presupuesto, el cual se desarrolla en armonía con los planes de desarrollo concertados de los gobiernos regionales, distritales, municipales y de las localidades, así como la fiscalización de la gestión. 

ARTICULO 92. Finalidad. La Ley tiene por finalidad recoger las aspiraciones y necesidades de la sociedad, para considerarlos en los presupuestos y promover su ejecución a través de programas y proyectos prioritarios, de modo que les permita alcanzar los objetivos estratégicos de desarrollo humano, integral y sostenible. Así mismo, el uso de los recursos a través de un adecuado control social en las acciones públicas, en especial de los que tratan el artículo 355 de la Constitución Nacional. 

ARTICULO 93. Seguimientos a los acuerdos participativos. Los presupuestos participativos de los gobiernos regionales, departamentales, municipales y de las localidades, reflejan de manera diferenciada e integrada los compromisos y acuerdos realizados a través de las distintas fases del proceso de programación participativa. Para ello, las instancias del presupuesto participativo sustentan los acuerdos y compromisos adquiridos, ante los Consejos Regionales, Municipales y Locales de Planeación, según sea el caso, para su inclusión en el presupuesto institucional. 

Parágrafo. Para efectos de cumplimiento de la presente ley, las Asambleas y Concejos Municipales y Distritales y las Juntas Administradoras Locales, deberán incorporar los acuerdos participativos previos a la discusión de los presupuestos plurianuales.
ARTICULO 100. De los presupuestos participativos. Los gobiernos de los entes territoriales previstos en la Constitución y la ley podrán realizar ejercicios de presupuesto participativo, en los que se defina de manera participativa la orientación de un porcentaje de los ingresos municipales que las autoridades correspondientes definirán autónomamente, en consonancia con los objetivos y metas del Plan de Desarrollo.

ARTÍCULO 101, literal e). Los municipios que promuevan la participación ciudadana y ejercicios de presupuestación participativa, obtendrán un puntaje adicional en el análisis de desempeño integral de los municipios, de acuerdo a los parámetros que establezca el Departamento Nacional de Planeación”.
3- Que el Ministerio del Interior: Dirección para la Democracia, Participación Ciudadana y Acción Comunal, en enero de 2016, publicó y envió a los entes territoriales el “Instructivo Presupuestos Participativos”, en el cual se definen criterios generales para la implementación de los presupuestos participativos municipales en las vigencias siguientes. Documento que adjuntamos.

4- Que yo y personas de mi comunidad, pedimos los días XXXXXX de XXXX al Señor Alcalde, XXXXXX, que nos informara sobre la decisión del municipio de XXXXX sobre la implementación del proceso de presupuesto participativo para la vigencia presupuestal de 2018, y sobre el rubro presupuestal que la Administración comprometía para este fin. La respuesta del Alcalde fue XXXXXXXXXX 

5- Con esta respuesta de la Alcaldía sobre que no puede o no estaba obligada a realizar el presupuesto participativo, el Señor/a Alcalde/sa, XXXX XXXX, incurre en una grave falta a sus deberes legales y constitucionales, por vulnerar con tal decisión mis derechos fundamentales a la participación política y al debido proceso, 

6- Pero además por incumplir con la vigente Ley Estatutaria 1757 de 2015, el Alcalde/sa desconoce la norma general que estipuló al presupuesto participativo, incurriendo en falta grave disciplinaria. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. La Constitución colombiana, artículo 86 sobre la acción de tutela.

2. En el decreto 2591 de 1991 y el decreto 1834 de 2015 que reglamentan el procedimiento de la acción de tutela y establecen sus reglas de reparto.

3. En la jurisprudencia del derecho fundamental a la participación ciudadana en el Estado social y democrático de derecho
.
El principio de participación democrática es uno de los ejes fundantes de la constitución política de Colombia, incorporado en varios artículos de la Carta: 1, 2, 40, 41, 45, 48, 49, 78, 79, 103, 152, 265 numeral 7, 270, 311 y 376, entre otros. Al irradiar el texto superior de este principio de la democracia participativa, quiso el constituyente de 1991, darle a la ciudadanía el poder de construir un nuevo contrato social basado, entre otros elementos, en la implicación de los ciudadanos en el ejercicio y control del gobierno, y de la gestión pública frente a los asuntos que son de su interés y los afectan.
En el artículo 1, la Constitución de 1991 indica que Colombia es, entre otros elementos, una república participativa. En el artículo 2 incluye entre los fines esenciales del Estado facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan. En el artículo 40 se apunta que "todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político". Para ello, además de participar en los mecanismos propios de la democracia representativa, puede ejercer instrumentos de la democracia participativa: tomar parte en plebiscitos, referendos, consultas populares, ejercer la revocatoria de mandato, o tener iniciativa en las corporaciones públicas. Se incluye también la posibilidad de los ciudadanos de interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y la ley. El artículo 103 concreta y enumera los instrumentos participativos: el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria de mandato (además del voto). Este artículo remite a una ley para su desarrollo. Esta es la Ley 134 de 1994, que regula los distintos instrumentos participativos.
Este interés de ampliación de la democracia participativa se mantiene con la Ley 1757 de 2015, en la cual además de flexibilizar algunas reglas para el funcionamiento de los mecanismos de participación ciudadana, introdujo en sus artículos 90 a 103, a los presupuestos participativos como una nueva posibilidad de participación de la ciudadanía en una esfera sensible para la realización de los derechos políticos y sociales, como es la de intervenir con criterios democráticos en las decisiones sobre el presupuesto público.
La jurisprudencia constitucional colombiana sobre democracia participativa da comienzo con las sentencias C-180/1994, de 4 de abril de 1994, que se centra en la Ley 134 de 1994, y C-011/1994, de 21 de enero de 1994, que se centra en la Ley 131 de 1994. 
Con la sentencia C-180/1994, la Corte Constitucional aportó una definición propia de la democracia participativa y consolida la línea jurisprudencial en esta materia. Se sostuvo en esta providencia que en la democracia participativa el pueblo no sólo elige sus representantes por medio del voto, sino que tiene la posibilidad de intervenir directamente en la toma de ciertas decisiones, así como la de dejar sin efecto o modificar lo que sus representantes en las corporaciones públicas hayan adoptado, ya sea por convocatoria o por su propia iniciativa, y la de revocarle el mandato a quienes han elegido. La participación ciudadana dentro del sistema democrático, inspira el sistema constitucional del Estado colombiano. Ésta implica la ampliación cuantitativa de oportunidades reales de participación ciudadana, así como su recomposición cualitativa en forma que, además del aspecto político electoral, su espectro se proyecte a los planos de lo individual, familiar, económico y social.
De esta manera la jurisprudencia constitucional ha defendido un concepto amplio de la democracia participativa. Primero, porque ha validado el funcionamiento una multitud de instrumentos participativos consagrados en la Carta, segundo, porque ha entendido como participación no sólo la política, sino también aquella que se ejerce y proyecta en cualquier otro plano de la vida tanto individual como colectiva del ciudadano. En este sentido, para la sentencia C-180/1994, “el principio de democracia participativa no sólo permea el ejercicio del poder público y social, sino que además penetra ámbitos de la vida privada anteriormente excluidos de la regulación estatal. En efecto, la participación en la vida política, cívica y comunitaria del país es elevada al estatus de deber constitucional de la persona y del ciudadano”.
En la misma sentencia C-180 de 1994, la Corte Constitucional, explicó que el objetivo último de la democracia participativa es una revalorización y fortalecimiento del concepto de ciudadano que lleva a replantear su papel en la vida nacional. La democracia participativa no supone sólo el otorgamiento constitucional de instrumentos con los cuales el ciudadano puede tomar partido en la vida política de país; implica que el ciudadano pueda participar en todos los procesos decisorios no electorales que afecten su vida. Con la sentencia T-814/99 se destacó además que la participación no se veía sólo como un sistema de toma de decisiones, sino como un modelo de comportamiento social y político en el cual la participación, el pluralismo, la tolerancia y la protección de los derechos y libertades formaban un todo cuyo último objeto era la definición ciudadana del destino colectivo.

La sentencia C-021/1996 recalcó que “la democracia participativa procura otorgar al ciudadano la certidumbre de que no será excluido del debate, del análisis ni de la resolución de los factores que inciden en su vida diaria, ni tampoco de los procesos políticos que comprometen el futuro colectivo”. 
La Corte Constitucional ha señalado también que la participación es un verdadero derecho fundamental que pueden exigir los ciudadanos y que las administraciones públicas deben suministrar en múltiples áreas, como el acceso a la información pública  o a que las comunidades indígenas, tengan la posibilidad de ¿participar en los asuntos que las afecten.
Si se analizan las distintas sentencias de la corte constitucional en conjunto, es posible observar rasgos comunes, un enfoque caracterizado por buscar objetivos concretos por lograr mediante una mayor participación.
En la sentencia de unificación SU-1122/2001, la Corte destaca que el constituyente optó por la democracia participativa para lograr una "real eficacia de la consagración de la soberanía popular". Con la sentencia T-1182/2001, en el marco de una consulta popular sobre la circulación de vehículos a motor en la capital del país, manifestó que los instrumentos participativos tienen una especial relevancia para que se dé a conocer el interés general mediante una votación popular. En la sentencia C-643/2000 expresó que los instrumentos participativos tienen por una de sus utilidades “permitir el ejercicio de un control político, moral y jurídico de los electores por parte de los elegidos, sin intermediarios, con lo que se sanciona eficazmente la corrupción administrativa y el uso del poder en interés particular”. En la sentencia T-637/2001 apuntó la Corte Constitucional que “en la democracia participativa no sólo se valora más al ciudadano sino que, en razón a ello, el sistema político puede alcanzar mayores niveles de eficiencia. Un Estado en el que los ciudadanos cuentan con el derecho de tomar parte de forma directa en las decisiones a adoptar, de controlar los poderes públicos, de calificar los resultados obtenidos para exigir responsabilidad política, es un Estado en el que probablemente se logrará satisfacer en más alto grado las necesidades de sus asociados”.
En la jurisprudencia constitucional no se concibe a la democracia participativa como una dación de poder absoluto a los ciudadanos, hasta el punto de que su voluntad manifestada en un instrumento participativo se pueda imponer a las instituciones representativas del Estado. Muy al contrario, en la sentencia C-141/10, por ejemplo, el Alto Tribunal, precisó que la democracia participativa se plantea como complemento, no como sustitutivo, de la democracia representativa.
La jurisprudencia también ha sido clara en explicar que la democracia participativa no es sólo participación, sino también control. Si en democracia el ejercicio de poder político implica el control político como herramienta para limitarlo, la democracia participativa pretende complementar el habitual control de unas instituciones sobre otras, con el control de los propios ciudadanos mediante diversos instrumentos participativos (desde la petición información con las administraciones, a la revocatoria de mandato, por citar dos posibilidades).
En la sentencia T-350/14, y en el marco de una acción de tutela contra un municipio que impidió la realización de un cabildo abierto, la Corte Constitucional señaló que las decisiones de las instituciones públicas sólo son legítimas si vienen precedidas de un proceso deliberativo en el cual los ciudadanos interesados obtienen espacios concretos y efectivos de participación, pues “la participación directa busca generar espacios que permitan la formación de ciudadanos más comprometidos con las decisiones públicas, críticos y analíticos de los procesos gubernamentales”. Es decir, ciudadanos que participen para controlar, criticar y limitar a sus gobernantes en las decisiones que los afectan.
Una de las más recientes y relevantes sentencias de la Corte Constitucional en materia de democracia participativa es la sentencia C-150/15 (del 8 de abril de 2015), la cual, pronunciándose sobre el proyecto de nueva ley de democracia participativa, Ley 1757 de 2015, la Corte indica:
“La corte entiende que la participación como derecho de los ciudadanos y eje medular del ordenamiento constitucional vigente implica el deber del Estado de abstenerse de adoptar medidas de cualquier tipo que impidan el libre ejercicio de la participación por parte de los ciudadanos y organizaciones sociales, el deber de adoptar medidas de todo tipo que eviten que las autoridades públicas o los particulares interfieran o afecten el libre ejercicio de las facultades en cuyo ejercicio se manifiesta la participación, el deber de implementar medidas que procuren optimizar el desarrollo de las diversas formas de participación y que, al mismo tiempo, eviten retroceder injustificadamente en los niveles de protección alcanzados [...] La participación se manifiesta en la posibilidad que tienen todos los individuos, así como las minorías de oponerse a las determinaciones de las mayorías cuando tales decisiones tengan la aptitud de afectar los derechos que constitucionalmente les han sido reconocidos y que les permiten expresar su individualidad”.
En la precitada sentencia, la Corte entiende la participación como un derecho ciudadano, y como un límite al poder del Estado. En esta sentencia, la Corte Constitucional incorpora diversos aspectos que permiten tener una visión más amplia de la participación ciudadana:

· Las formas de participación previstas en la Constitución y en la ley no agotan las posibilidades de la materia: pueden identificarse y desarrollarse otros instrumentos participativos derivado del ser expansivo de la democracia.

· Los instrumentos participativos no tienen un poder absoluto capaz de sustituir el modelo de gobierno esencialmente representativo en nombre de la voluntad popular, porque "el pueblo tiene límites para su pronunciamiento dado que la agenda la fija un grupo de ciudadanos que no actúa como poder constituyente o el Gobierno Nacional".

· Los instrumentos participativos tienen una doble función participativa y de control: de esta segunda se indica que “tanto para los gobernantes como para los gobernados, una relación recíproca y de compromiso [...] las promesas electorales bajo el nuevo esquema constitucional deben cumplirse, lo cual explica que los electores puedan adelantar la revocatoria del mandato”.

La sentencia elabora además una clasificación de los instrumentos participativos de gran interés, diferenciando entre mecanismos de conformación, de ejercicio y de control. Igualmente, aporta algunos criterios para clasificarlos:

· Según el grado de intensidad participativa del ciudadano. El pueblo puede determinar quién tomará las decisiones -elección de representantes-, promover una deliberación para la toma de decisiones (cabildo abierto e iniciativa popular normativa) o adoptar él mismo una decisión (referendo, consulta popular, revocatoria del mandato y plebiscito).

· Según el papel que cumple el derecho al voto. En algunos casos, el voto impone una decisión que modifica el ordenamiento (referendo y revocatoria del mandato); en otros, obliga a aplicar una decisión (consulta popular); en otros, permite apoyar una actuación o política (plebiscito); en los demás, designa a las personas que tomarán las decisiones.

· Según el grado de intervención de las autoridades. Hay mecanismos con gran intervención de autoridades, pues a la iniciativa, la convocatoria y los resultados se les asigna prioritariamente (cabildo abierto) mecanismos con mediana intervención de autoridades. En ellos la iniciativa le corresponde a los ciudadanos; los resultados, al órgano representativo (iniciativa popular normativa). O bien, la iniciativa y la convocatoria son de las autoridades; los resultados, del pueblo (consulta popular y plebiscito). Y mecanismos con leve intervención de las autoridades, bien porque la iniciativa, convocatoria y resultados dependa de los ciudadanos (referendo constitucional derogatorio y revocatoria del mandato), bien porque la iniciativa y resultados sean de los ciudadanos, pero no su convocatoria -referendo constitucional aprobatorio-.

Combinando estos criterios, la sentencia diferencia entre mecanismos:

· Altamente participativos. Aquellos en los cuales se prevé la posibilidad de ejercer el voto. Dicha posibilidad implica la imposición inmediata de la decisión en caso de aprobarse y supone una reducida intervención de las autoridades en la iniciativa, convocatoria y definición de resultados.

· Poco participativos. Aquellos en los cuales no se prevé el ejercicio del voto o, en caso de establecerse, no supone la imposición inmediata de una decisión y contempla una activa participación de las autoridades en las diferentes fases.

CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA Y AL DEBIDO PROCESO
La jurisprudencia estudiada ha ido especificando los contenidos del derecho ciudadano y fundamental de la participación democrática en Colombia, que como ha dicho la Corte Constitucional, uno de sus rasgos definitorios es permitir eficazmente tanto el ejercicio de la soberanía popular frente a la toma de decisiones que afectan a la ciudadanía, como el ejercicio de un control político, moral y jurídico de los electores por parte de los elegidos. 
Cuando la Administración adopta decisiones como no cumplir con el mandato legal de implementar los presupuestos participativos a que aluden los artículos 90 a 103 de la Ley 17453 de 2015, basados en argumentos como la falta de disponibilidad presupuestal, o adopta la medida de manera inadecuada, otorgándole un rubro del presupuesto insuficiente, se viola flagrantemente el principio constitucional de la participación ciudadana y democrática.  
Pero peor aún, se profundiza la violación del derecho a la participación democrática cuando el gobierno local, caprichosamente ni siquiera atiende las peticiones de la ciudadanía que le solicitan cumplir con el mandato legal de implementar el presupuesto participativo. Con esta omisión, se vulneran los derechos fundamentales del debido proceso y de petición, al dejar de responder las solicitudes ciudadanas que se basan en dos leyes estatutarias: la Ley 1755 de 2014 y la Ley 1757 de 2016.

Como esta ha sido la situación en la que ha incurrido el Señor/a Alcalde/sa, XXXX XXXX, del Municipio de XXXXX, la Administración ha incumplido de manera grave sus deberes legales y constitucionales. Con ello ha violado mis derechos fundamentales a la participación democrática y al debido proceso, incluso a responder las peticiones que le he formulado. En razón de lo expuesto, es que acudo mediante esta Acción de Tutela, para que Usted, Sr/a Juez, ampare mis derechos fundamentales.
 
PETICIONES:

1. Pido a Usted, Señor/a Juez, tutelar mis derechos fundamentales a la participación política, al debido proceso y a obtener respuesta pronta, cumplida y completa frente a la petición que le he elevado al Señor/a Alcalde/sa del Municipio de XXXXXX, a cerca de implementar el presupuesto participativo para la vigencia 2018.

2. Ordenar al Señor/a Alcalde/sa, XXXXXX, del municipio XXXXX, atender la petición ciudadana de implementar el presupuesto participativo para el año 2018, tal como lo ordenan los artículos 90 a 103 de la Ley 1757 de 2015.

ANEXOS

· Copia del derecho de petición radicado el día XXXXX.

· -Copia de la respuesta al derecho de petición incoada el día XXXXXXX
· Copia del documento “Instructivo sobre Presupuestos Participativos” del Ministerio del Interior (2017).

NOTIFICACIONES

Recibiré notificaciones personales en la dirección XXXXXXX y en el teléfono XXXXX
Atentamente, 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXX

C.C. Nº XXXXXXXXX expedida en XXXXXXX
� Con base en: Nardiz, Alfredo. 2016. Participación ciudadana e interpretación de la constitución. Análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana en materia de democracia participativa. En: � HYPERLINK "http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_serial&pid=1870-2147&lng=es&nrm=iso" �Revista IUS� Versión impresa ISSN 1870-2147 Rev. IUS vol.10 no.37 Puebla ene./jun. 2016. Se toman partes literales de este análisis. 
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